Ciudadano

PRESIDENTE Y DEMÁS MAGISTRADOS DE LA HONORABLE SALA CONSTITUCIONAL DEL TRIBUNAL SUPREMO DE JUSTICIA.

Su despacho.-

        Quienes suscribimos, MARCELA MASPERO, venezolana, mayor de edad, de éste domicilio, titular de la Cédula de Identidad número V-5.541.174, COORDINADORA NACIONAL DE LA UNION NACIONAL DE TRABAJADORES DE LA REPUBLICA BOLIVARIANA DE VENEZUELA (UNT), tal como se evidencia de la copia certificada del Acta Constitutiva Estatuaria del al UNT, que anexo conjuntamente con sus copias fotostáticas a los efectos de que previa certificación por secretaría me sean devueltas las originales;  SERVANDO ANTONIO CARBONE KOFINKI, JOSE ANTONIO GARCIA, VICTOR RAFAEL MORA PINTO, ANA  MAIGUALIDA YÁNEZ CONTRERA, THONY JOSE NIEVES NAVAS, JORGE ANTONIO CORONADO, LILI RINCON y EDUARDO RAFAEL SÁNCHEZ QUINTERO, venezolanos,  mayores de edad, de este domicilio, titulares de la cédula de identidad Nos: V.5.541.174, V-6.430.979, V-6.767.017, V-4.985.008, V-5.565.893, V-4.283.542, V-3.145.871, V-4.762.798, y V-7.185.378 respectivamente,  dirigentes sindicales afiliados a la Unión Nacional de Trabajadores, cuyo domicilio procesal es: Casa Sindical del Paraíso, entre Avenida Santander y Avenida Páez de El Paraíso (Puente Santander) oficina 101 y 106, Instituto para la Capacitación y Recreación de los Trabajadores (INCRET),Caracas-Venezuela, asistidos en este acto por los ciudadanos profesionales del derecho, abogados: CARLOS JULIO GÓMEZ, FRANCISCO ARTIGAS PEREZ y GILBERTO JOSE PIÑERO CAMPOS, venezolanos, mayores de edad, titulares de las cédulas de identidad número V-6.819.008,  V-9.048.528  y  V-5.967.632; e inscritos en el Instituto de Previsión Social del Abogado bajo los N° 60.232, 57.936 y 72.066, apoderados judiciales de la Unión Nacional de Trabajadores (UNT), tal como consta en Poder General otorgado en fecha 30 de Octubre de 2.006, anotado bajo el número 56, Tomo 120 de los libros de autenticaciones de la Notaria Trigésima Segunda del Municipio Libertador, acudimos por ante su competente autoridad a los efectos,  obrando en nuestro propio nombre y en nombre y en representación de los derechos e intereses constitucionales de de los trabajadores venezolanos, y en nombre y representación de los derechos constitucionales colectivos y difusos de la población nacional, por ante su competente autoridad, con el debido respeto y consideración, de interponer Recurso de Amparo Constitucional, actividad que hacemos en los términos siguientes:

I

SOBRE LA PROTECCIÓN Y GARANTIA

 DE LA CONSTITUCIÓN  DE LAREPUBLICA 

BOLIVARIANA DE VENEZUELA
    Exige ésta honorable Sala Constitucional como  requisitos esenciales para hacer valer los Derechos e intereses difusos o colectivos, los siguientes:

1.- Que el accionante lo haga en base no solo a su derecho o intereses individuales sino en función del derecho o interés común o de incidencia colectiva.

2.- Que la razón de la demanda (o del amparo interpuesto) sea la lesión general a la calidad de vida de todos los habitantes del país o de sectores de el, ya que la situación jurídica de todos los componentes de la sociedad o de sus grupos o sectores, ha quedado lesionada al desmejorarse su calidad común de vida.

3.- Que los bienes lesionados no sean susceptibles de apropiación exclusiva por un sujeto (como lo seria el accionante)

4.- Que se trate de un derecho o interés indivisible que comprenda a toda la población del país o a un sector o grupo de ella.

5.- Que exista un vinculo, así no sea jurídico, entre quien demanda en interés general de la sociedad o de un sector de ella (interés social común), nacido del daño o peligro en que se encuentra la colectividad (como tal). Daño o amenaza que conoce el juez por máximas de experiencia, así como su posibilidad de acaecimiento.

6.- Que exista una necesidad de satisfacer intereses sociales o colectivos, antepuestos a los individuales.

7.- Que el obligado, deba una prestación indeterminada, cuya existencia es general.    

Ahora bien, el artículo 333 constitucional advierte que “esta Constitución no perderá su vigencia si dejare de observarse por acto de fuerza o porque fuere derogada por cualquier otro medio no previsto en ella. En tal eventualidad, todo ciudadano o ciudadana investido o no de autoridad tendrá el deber de colaborar en el restablecimiento de su efectiva vigencia”.

    En tal sentido, obrando como representante de los trabajadores afiliados a la Unión Nacional de Trabajadores y de aquellos que aún no estándolo serían beneficiarios por extensión de las reivindicaciones sociales y laborales logradas por nuestra organización sindical,   con el propósito de asegurar la integridad de la Carta Magna, toda vez, que se estableció un sistema garantista del ordenamiento constitucional, por una parte el mecanismo de control difuso y de control concentrado de la constitucionalidad en manos de jueces, juezas y Sala Constitucional del Tribunal Supremo de Justicia respectivamente  y, por la otra  el papel de último y máximo interprete atribuido al Tribunal Supremo de Justicia (en Sala Constitucional) para garantizar la supremacía y efectividad de las normas y principios constitucionales.  

    Con fundamento en el artículo 333 de la Constitución Nacional (C.N) obrando como ciudadanos, en nuestra condición  de representantes de un los trabajadores de la República Bolivariana de Venezuela, procedemos a interponer la presente Acción de Amparo Constitucional, con el doble propósito de obtener pronto pronunciamiento judicial para restablecer inmediatamente la situación jurídica de los derechos y garantías constitucionales conculcados a la parte accionante, evitar la conculcación de los derechos que correun inminente peligro de ser violados;  y, a su vez, colaborar al restablecimiento de la efectiva vigencia del ordenamiento constitucional ante la inobservancia de que está siendo objeto por los actos de fuerza, actos voluntarios, hechos, vías de hecho u omisiones desarrollados por los agraviantes (plenamente identificados en el Capitulo V) contra la tranquilidad de la población venezolana, contra la salud mental de las misma, mediante el fomento del odio por vía de la creación de matrices mediáticas destinadas a fomentar la percepción de inseguridad en la población venezolana, derechos estos protegidos en los artículos 19, 20, 55,  83 de la Constitución de la República Bolivariana de Venezuela, que conducen al desmoronamientote la paz social y de la tranquilidad de la nación; así como, la soberanía política, y económica del país.

II

DE LA ACCION DE AMPARO CONSTITUCIONAL

 A la luz de los artículos 20, 21, 27 y 19, 55, 57, 58,  83, 95 y 108 de la Constitución de la República Bolivariana de Venezuela,  interponemos la presente acción de amparo constitucional en el entendido que los trabajadores y la ciudadanía en general gozan de protección constitucional en cuanto a la materialización de sus derechos humanos y constitucionales fundamentales. Así las cosas, en ejercicio del derecho constitucional de acceso a la justicia y tutela judicial efectiva de los mismos y de petición y oportuna respuesta que como ciudadanos nos asisten, a tenor de los artículos 19, 26 y 51 de la Constitución Nacional., procedemos a indicarles que el presente escrito tiene por objeto llevar a su conocimiento y sabia decisión el Recurso Amparo a los Derechos y Garantías Constitucionales, en él contenido, ejercido conforme lo pautan el artículo 27 de la C.N., concordado a los artículos xx  de la Ley Orgánica del Trabajo y el precedente jurisprudencial vinculante emitido por la Sala Constitucional del Tribunal Supremo de Justicia: Caso José Amando Mejía de fecha 1/2/00, fundado sobre los razonamientos jurídicos y situaciones fácticas que a continuación paso a relatar.   

III

DE LOS ACTOS VOLUNTARIOS, HECHOS, VIAS DE HECHO U OMISIONES QUE INOBSERVAN LA CONSTITUCION NACIONAL Y VULNERAN

LOS DERECHOS Y GARANTIAS CONSTITUCIONALES DEL QUEJOSO.

    Constituye un hecho público y notorio, no sujeto a prueba (Artículo 506 del Código de Procedimiento Civil aplicable por mandato del artículo 48 de la Ley Orgánica de Amparo sobre Derechos y Garantías Constitucionales)  que desde el año 2002 los Medios de Comunicación Social Privados Venezolanos, y recientemente desde  el día 01 de agosto de 2006, fecha de inicio de la campaña electoral, hasta la presente fecha, se ha venido desarrollando en Venezuela por parte de los Medios de Comunicación denunciados como agraviantes, un premeditado y deliberado ejercicio de una variada gama de actos que, por sus efectos, incitan a la  anarquía, la rabia el miedo el dolor y la violencia, destinados inobservar la Constitución Nacional y el ordenamiento constitucional en su conjunto, que sin lugar a dudas constituyen una incitación al odio y a la violencia.

 Los principales protagonistas de tan  antijurídicos como atípicos actos, generadores de ilegales y devastadores efectos sobre la población de la  República, destinados a inobservar la Constitución Nacional, estrangular la salud mental de la población  y asfixiar la soberanía económica y política  de Venezuela y su gentilicio (en especial de los trabajadores), que si bien no encuadran en el concepto tradicional o clásico de delito, si viola derechos fundamentales de la nación venezolana. 

    Para mayor precisión, invocando la supremacía de la justicia frente a la omisión de formalidades no esenciales (artículos 7, 26 y 257 de la Constitución de la República Bolivariana de Venezuela.), tiene la  honorable Sala Constitucional la oportunidad histórica de establecer el criterio constitucional moderno sobre la comisión de crímenes de odio, tan conocidos en el ámbito internacional (Tribunal Penal Internacional para Ruanda), y aún no aplicados en nuestra patria, contra los Lideres, ideólogos e instigadores a la discriminación y promotores de el odio entre los compatriotas.

    Por consiguiente, el recurso de amparo versa sobre los inconstitucionales actos voluntarios, hechos, vías de hecho u omisiones atribuidos a los sujetos agraviantes indistintamente que, a juicio de la respetable Sala Constitucional, encuadren o no dentro de la definición de actos de crímenes de odio, puesto que lo jurídicamente relevante, en el caso que nos ocupa, es restablecer la situación jurídica infringida a la parte accionante haciendo cesar el enorme daño que se esta causando, no al Gobierno, sino a la República Bolivariana de Venezuela, su ordenamiento constitucional y su pueblo al constituirse los agraviantes como principales ideólogos,  atizadores, promotores e instigadores del odio y de la discriminación.  

    Hecha la anterior precisión sostenemos que los agraviantes mediante actos voluntarios, hechos, vías de hecho u omisiones (subsumibles o no dentro de los crímenes de odio), que inobservan la Constitución Nacional, detallados a continuación, y que se encuentran enmarcados dentro de una campaña electoral desmesurada y dentro de un pretendido ejercicio de sus derechos políticos y a la libertad de expresión, han tenido su punto neurálgico en la desenfrenada campaña mediática destinada a  promover un candidato, a fomentar el odio entre los venezolanos con sus constantes y recurrentes llamados a salir a la calle los días 4 y 5 de diciembre venidero, tal como lo hiciera el ciudadano Rafael Poleo en el conocido programa Televisivo ALO CIUDADANO, trasmitido por el canal de televisión privado GLOBOVISIÖN, actividad ésta que es por demás recurrente y sistemática en el precitado programa y en toda la programación de ese canal televisivo, esta actividad propagandística del odio es complementada por RCTV, en programas tales como “LA ENTREVISTA, y a ellos se acompasan canales como VENEVISIÓN Y TELEVEN, (los cuales se identifican mas adelante), además,  de que todos esos medios de comunicación social, mantienen  una línea editorial dirigida mediante el engaño y la mentira a crear terror, miedo, frustración, tristeza, rabia que tiene la única finalidad de desencadenar una potencial ola de violencia;  los que, sin importarles el que sus actuaciones ilegales implican sobre la salud mental y la tranquilidad de los venezolanos, sobre la soberanía e integridad territorial y económica de la nación, dan cuenta públicamente, día tras día, de su directa y decidida participación en los actos de instigación al odio, orientados a la  búsqueda de una explosión social y la consecuencial violencia que generaría, nos permitimos graficar la forma como se ha diseñado la campaña de los Medios denunciados,  de la siguiente manera:

    Estos actos voluntarios, hechos, vías de hecho u omisiones (calificables o no como crímenes de odio) llevados a cabo de manera actual, cierta, posible y directa, que inobservan la C.N., implican tanto amenazas inminentes así como gravísimas violaciones a los derechos y garantías constitucionales de mi persona, los de mis representados y contra los derechos colectivos y difusos del pueblo de Venezuela en general, con la misma magnitud con la que menoscaban el ordenamiento constitucional del país, cercenando la paz social, la tranquilidad de la población e integridad del territorio y la soberanía económica y política de la Nación y su estrategia de desarrollo sustentable.

    Seguidamente procedo a señalar el elenco de derechos y garantías constitucionales que los agraviantes vienen injuriando y vulnerando con sus ilegales y punitivos actos voluntarios, hechos, vías de hecho u omisiones, transgresores de la C.N., reflejados en la presente acción constitucional, a saber:

A.- Atentan contra la paz  y la tranquilidad de los ciudadanos de la República Bolivariana de Venezuela. 
Al emitir conceptos, opiniones y  llamados a no aceptar los resultados electorales, a cantar un fraude – extemporáneamente -  en una elección que no se ha realizado, revelando ex profeso encuestas falsas, y la utilización al instar a los seguidores de uno de los candidatos opositores a  salir a la calle utilizando bebidas espirituosas; están instigando a la violencia y la agresión de unos venezolanos contra otros, conscientes de que la violencia genera violencia y no nos conduce sino a la destrucción, al crimen de odio.

 Los medios de comunicación social  están constantemente instigando al odio entre hermanos venezolanos, promoviendo la inamistad, actitud esta que sin negar su posible subsumsión en los supuestos configurativos de crímenes de odio, constituye la conculcación de los derechos a la paz y la tranquilidad de nuestro pueblo. 

Entendida la paz como la tranquilidad que procede del orden y de la unidad de voluntades; la serenidad existente donde no hay conflicto, como respeto y armonía entre los individuos, ya que sin paz no habría tranquilidad en nuestra sociedad, porque ella es necesaria para que se establezcan buenas relaciones entre las personas. Si existiera en el mundo amor entre las personas, amistad y cordialidad predominaría la paz 
Ahora bien, ciudadanos magistrados, la paz no se puede establecer ni asegurar sino se guarda íntegramente el orden establecido; si no se propugna la justicia, la amistad, la verdad, la fraternidad  y el amor entre los ciudadanos,  la paz  debe estar fundada sobre la verdad, la inclusión, la justicia, la fraternidad, la compasión y el amor construida con normas claras  y respetadas  y realizada, en fin, con la libertad. La paz es algo que todos los seres humanos necesitamos, ya que sin ella nadie puede desarrollarse como persona, pero, la actitud de los medios de comunicación social - denunciados como agraviantes - contradicen todos estos valores,  violenta todo principio que propenda hacia la paz, al fomentar la inamistad entre ciudadanos afiliados o simpatizantes de diferentes tendencias política. 

Siendo, como lo hemos establecido, el derecho a la  paz  uno de los derechos que exige nuestra sociedad, es por lo que tenemos la firme convicción de que la prevención es el camino idóneo para su  preservación y es por ello que acudimos mediante el presente Recurso de Amparo, para que esa honorable Sala Constitucional se avoque a dictar el mandamiento correspondiente para la preservación de la paz en nuestro país y así evitar que los Medios de Comunicación Social, mediante la instigación al odio,  continúen  subvirtiendo  el orden constitucional con las nefastas consecuencias que pudieran devenir en el futuro cercano (guerra fraticida, crímenes de odio). Es preciso señalar un pensamiento de uno de los hombres que la historia ha catalogado como el benemérito mexicano, Benito Juárez: ”TANTO ENTRE LOS INDIVIDUOS COMO ENTRE LAS NACIONES EL RESPETO AL DERECHO AJENO ES LA PAZ...!”.

A los efectos de dar mayor fuerza argumentativa a nuestra petición, nos permitimos citar:

1. A  la profesora de Derecho Internacional Público de la Universidad de la Laguna en España, Ana María Garrido Córdoba:

  “…Los crímenes contra la paz que implican agresiones u hostilidades y los crímenes contra la seguridad de la humanidad que implican desórdenes o perturbaciones que atentan contra la tranquilidad pública, "constituyen una unidad indivisible y, por consiguiente, imposible de ser desdoblada, siendo por tanto inviable hacer una distinción clara entre crímenes contra la paz y crímenes contra la seguridad de la humanidad, ya que, como desafortunadamente venimos observando, es del todo posible amenazar y perturbar la seguridad de la humanidad sin guerras”. (Fin de la cita).

2. Complementamos la precedente argumentación con las normas constitucionales que sirven de principios básicos al Estado y al pueblo venezolano y que deben ser aplicados, respetados y cumplidos por todos los ciudadanos habitantes de la República Bolivariana de Venezuela, y que su desaplicación, irrespeto y conculcación generan responsabilidades de conformidad con el principio constitucional de la corresponsabilidad; y, que además, son de aplicación directa en razón del carácter normativo que el artículo 7 de la Constitución de la República Bolivariana de Venezuela da a las normas constitucionales, de seguidas trascribimos las normas constitucionales irrespetadas por los Medios de Comunicación Social denunciados:

Artículo 1. La República Bolivariana de Venezuela es irrevocablemente libre e independiente y fundamenta su patrimonio moral y sus valores de libertad, igualdad, justicia y paz internacional en la doctrina de Simón Bolívar, el Libertador.

Son derechos irrenunciables de la Nación la independencia, la libertad, la soberanía, la inmunidad, la integridad territorial y la autodeterminación nacional.

Artículo 2. Venezuela se constituye en un Estado democrático y social de Derecho y de Justicia, que propugna como valores superiores de su ordenamiento jurídico y de su actuación, la vida, la libertad, la justicia, la igualdad, la solidaridad, la democracia, la responsabilidad social y en general, la preeminencia de los derechos humanos, la ética y el pluralismo político.

Artículo 3. El Estado tiene como fines esenciales la defensa y el desarrollo de la persona y el respeto a su dignidad, el ejercicio democrático de la voluntad popular, la construcción de una sociedad justa y amante de la paz, la promoción de la prosperidad y bienestar del pueblo y la garantía del cumplimiento de los principios, derechos y deberes reconocidos y consagrados en esta Constitución.

La educación y el trabajo son los procesos fundamentales para alcanzar dichos fines.

3. Adicionalmente nos permitimos citar las notas de prensa y artículos de opinión emitidos con relación a la condena por parte del Tribunal Penal Internacional Para Ruanda a los representantes de los medios de Comunicación instigadores al odio, con la finalidad de ilustrar los elementos que consideró ese organo de la justicia internacional para determinar el modus operamdum de los condenados para instigar al odio:

3.1. Condena de los medios de comunicación del odio


Los medios de comunicación del odio también ocuparon el centro de la actualidad en 2003. Por primera vez desde el final de la Segunda Guerra Mundial y el proceso de Nuremberg, unos periodistas fueron condenados por incitar al asesinato y a la violencia. A tres ex responsables de medios ruandeses les condenaron a penas de treinta años de cárcel, o a perpetuidad, por "incitar al genocidio" de 1994. Esa sentencia del Tribunal Penal Internacional para Ruanda (TPIR) fue la conclusión de varios años de instrucción y procedimiento, para establecer la responsabilidad de algunos medios de comunicación en la muerte de varios cientos de miles de personas. Es deseable que el veredicto suene como una advertencia para quienes continúan causando estragos en el continente. En Costa de Marfil, por ejemplo, varios periódicos echan frecuentemente leña al fuego, atizando el odio a los extranjeros y empujando a las comunidades, unas contra otras. A fecha 1 de enero de 2004, la situación no había mejorado, a pesar de las repetidas llamadas al orden de Naciones Unidas y la Unión Europea.

Información tomada de la página Web de Reporteros Sin Fronteras. (www.rsf.org/rubrique)
3.2. Dueños de televisoras venezolanas deberían prestar atención a este caso 
Ruanda-Venezuela: La expresión desprotegida 

Por: Andrés Izarra 


Fecha de publicación: 07/12/03

Ferdinand Nahimana tiene 53 años. Es un hombre fino, educado, de buenas maneras que aunque nunca levantó un arma, el 3 de diciembre fue sentenciado a cadena perpetua por genocidio y crímenes contra la humanidad por la Corte Internacional de Naciones Unidas por su participación en el genocidio de 1993 y 1994 en Ruanda. Nahimana, con su notable carrera académica y pública, en la que llegó a ser Ministro para la Educación Superior y director de la Oficina de Información de Ruanda (ORINFOR), era accionista y miembro de la directiva de la Radio Televisión Libre de las Mil Colinas (RTLM), su gran proyecto desde sus tiempos como profesor universitario. Este martes, Nahimana escuchó como la jueza del caso, Navanethem Pillay, leía a viva voz la sentencia de 29 páginas en la que le señalaban haber “envenenado” la mente de sus escuchas e incitado y promulgado contenidos que llamaban al exterminio de sus opositores políticos, los Tutsis. "Puede que estuviera motivado por su sentido del patriotismo y su percepción de la necesidad de igualdad de la población hutu, pero en lugar de seguir las legítimas vías de protesta, escogió el camino del genocidio", le dijo la jueza a Nahimana. "Y así, traicionó la confianza depositada en usted como líder intelectual. Sin empuñar una pistola, un machete o arma alguna, ha causado la muerte de decenas de miles de civiles inocentes”
Este caso de la Corte Penal Internacional de Naciones Unidas en contra de los directores de medios ruandeses Ferdinand Nahimana, director de RTLM, Hassan Ngeze, editor del periódico Kanguro y Jean-Bosco Barayagwiza, también de RTLM  toca un tema que no se había presentado en las cortes durante décadas. Según se puede leer en el sumario de la sentencia de la corte, hay un amplio margen para desarrollar la libertad de expresión, pero cuando “se le echa gasolina a las llamas”, se está cruzando la raya hacia una “expresión desprotegida”. “El poder de los medios de crear y destruir valores humanos conlleva una gran responsabilidad”, continúa el sumario de la sentencia. “Aquellos que controlan los medios son responsables por sus consecuencias”

Si bien ciertos medios privados venezolanos no han llegado (aún) a los extremos de la RTLM o del periódico Kangura, al revisar el documento y la sentencia que detallas las acusaciones del fiscal en contra de los convictos, no podemos dejar de notar similitudes en cuanto al uso del medio de comunicación como “arma crucial” de incitación dentro de una determinada estrategia política, y trazar paralelismos entre los mensajes de división y odios que se transmitían en Ruanda y los que se continúan transmitiendo hoy Venezuela. Sin llegar al extremo de Ruanda, podría decirse de ciertos medios privados en Venezuela que le han “echado gasolina a las llamas” y han “desprotegido” la expresión.

En los documentos que produjo la fiscalía para este caso, se caracteriza claramente como en Ruanda estos medios, sobre todo RTLM, se dedico a caracterizar a los Tutsis como enemigos políticos de los Hutus y regularmente utilizaban expresiones denigrantes hacia ellos. Entre abril y julio del 94, RTLM difundió mensajes, entrevistas y discursos de figuras políticas que incitaban a la exterminación de los Tutsis y los Hutus considerados moderados. Me pregunto, salvando las distancias, ¿no vimos algo muy peligrosamente similar en nuestras pantallas de televisión cuando RCTV difundió un video en el que aparecían hombres vistiendo de camuflaje y portando armas de guerra (los supuestos COMACATES) amezando con el exterminio a los Círculos Bolivarianos?  ¿Este video de los COMACATES no fue acaso repetido después en emisiones sucesivas de Globovisión? ¿No hay algo de lo que ocurrió en Ruanda que se aproxima peligrosamente a ciertos mensajes y contenidos que difunden determinados canales privados de televisión, alegando su libertad de expresión? ¿Y no vimos también peligrosas similitudes con una cadena “en vivo” de las televisoras privadas, en donde militares uniformados llamaban a la población a la rebelión? El uso de la estación para incitar a la población, condenado en Ruanda por la corte internacional, ¿no se asemeja al “Ni Un Paso Atrás” o “Todos a la Calle” que utilizaban las televisoras comerciales privadas durante la cobertura de la marcha del 11 de abril y la publicidad del paro de diciembre-enero?

El documento continúa su descripción del uso de los medios ruandeses como arma política, señalando que “Los partidos políticos utilizaron a los medios para incitar la masacre de la población Tutsi. A tal punto que líderes políticos del gobierno interino afirmaban que la RTLM era un “arma crucial en la lucha contra el enemigo”. ¿Ese sentido de los medios como “arma crucial” no lo escuchamos en la conversación telefónica entre Carlos Ortega y Manuel Cova cuando hablaban de lo vital de los medios para su plan de imponer una dictadura de 15 años en Venezuela? ¿No han sido las televisoras privadas “cruciales” en el despliegue de toda una estrategia política de desestabilización en la que, entre otros abusos, se difundieron 64 días de propaganda en contra de un gobierno legítimamente electo? ¿No fueron acaso cruciales las televisoras para propinar el golpe de Estado de abril? 

Según la sentencia de la corte, RTLM identificaba lugares e individuos en sus transmisiones para que fueran atacados. ¿Ese tipo de mensajes no los vimos durante el golpe de abril para que se identificaran a diputados, gobernadores y funcionarios del gobierno de Chávez? ¿No vimos algo de eso cuando una conocida presentadora de noticias llamaba la madrugada del 12 de abril a denunciar a los chavistas del vecindario? ¿No vimos algo de eso con el ataque a la embajada de Cuba? ¿No hay una cierta resonancia con las conductas de un periodista de El Universal cuando publicó señalamientos en contra de un líder campesino del PPT, quien luego fue asesinado por paramilitares a causa de esas acusaciones? ¿Y algo similar a un linchamiento mediático no hizo RCTV en un programa especial sobre el Ministro de Comunicación e Información Jesse Chacón? 

El fiscal acusa que Nahimana, cuando fue director de la Oficina de Información de Ruanda (ORINFOR), persiguió a los Tutsis que trabajaban bajo su supervisión, despidiendo a la mayoría de ellos. ¿No nos ha pasado algo similar a los periodistas que no comulgamos con líneas editoriales sesgadas, parcializadas y excluyentes de algunos de los medios privados? También como director de ORINFOR, con responsabilidades sobre Radio Ruanda, ordenó la transmisión de informaciones de prensa que incitaban a la población hutu en contra de los Tutsis en la población de Burgara. ¿Algo similar no hizo Venevisión cuando difundió “informaciones de prensa” que mostraban unas supuestas imágenes de Joao Gouveia, el asesino de la Plaza Altamira, junto a Freddy Bernal en un esfuerzo por incitar a la población en contra de los chavistas? 

En las acusaciones de la fiscalía de la Corte Penal Internacional, no sólo se incluye al accionista del medio, el señor Nahimana, sino también a reporteros y presentadores como Georges Henri Yvon Ruggiu, Valerie Bemeriki o Kantano Habimana.  Este último conocido por sus particulares mensajes de incitación a la rebelión y a la pelea, recuerdan tremendamente los mensajes de ciertos presentadores del primetime de Globovisión. El reporte habla por ejemplo de Valerie Bemeriki, quien incitaba a la gente a bloquear las calles para “monitorear” al enemigo. ¿No nos recuerda eso a los mensajes de una conocida periodista de televisión cuando llamaba “cívicamente” a trancar calles y autopistas durante el paro de diciembre?

Mientras en Ruanda tuvieron la Radio Televisión Libre de las Mil Colonias (RTLM) incitando al odio, la división y el enfrentamiento como componente clave de una estrategia política que terminó en un genocidio. En Venezuela, tenemos a nuestros propios teledifusores de la Colina en roles similares, aunque aún la brecha con Ruanda sea muy ancha.

Sin duda que esta decisión ayudará a sentar un estándar internacional sobre las responsabilidades de aquellos que controlan los medios y sobre los contenidos de odio de sus transmisiones y artículos. El concepto de “expresión protegida” se antepondrá, con esta jurisprudencia internacional, a la pretensión de los más poderosos medios privados venezolanos de que la libertad de expresión es absoluta. Un concepto, por cierto compartido por la Comisión Interamericana de Derechos Humanos. (tomado de la página Web aporrea.org.ve)

3.3.  TPIR condena a cadena perpetua a periodistas 

[image: image1.png]


El Tribunal Penal Internacional para Ruanda (TPIR) condenó hoy a cadena perpetua a dos periodistas por haber incitado desde sus medios al genocidio, la exterminación y la persecución perpetrados en ese país en 1994. 

El TPIR explicó que aunque ninguno de los condenados estuvo delante del micrófono, los tres dirigieron y usaron la radio y la prensa en Ruanda para incitar y fomentar sentimientos de odio contra la etnia de los tutsis, que constituye una minoría del país.

Después del proceso contra los militares, este juicio a los medios de comunicación ha sido el más importante del Tribunal para Ruanda.

Se calcula que de abril a julio de 1994, más de 500.000 tutsis y humus fueron asesinados por milicias, soldados y población civil.
Información Tribunal Penal Internacional para Rwanda
Comunicados de Prensa TPIR
Información tomada de la página Web de la Sala de Información de las Naciones Unidas (www.cinu.org.mx/prensa/resumen) 
Como se puede observar de las trascripciones anteriormente hechas la conducta de los medios de comunicación social denunciados, se adecua a los supuestos precisados por le Tribunal Penal Para Ruanda, para condenar a los representantes de los medios de comunicación social de Ruanda, actitud ésta que asumen mediante  la inobservancia de  los principios que sirven de norte a nuestro Estado,  desaplicados y abolidos por los medios de comunicación, toda vez, que sus representantes son los ideólogos de planes mediáticos que desarrollan en tre otras,  de la siguiente manera:

a. Sobre exposición de los problemas sociales: los problemas sociales son expuestos de manera alarmante, persiguen alarmar y  atemorizar a la población, confundirla haciéndole creer que el gobierno es promotor de hechos de violencia, causante de la inseguridad, que no está haciendo nada, que la labor es ineficiente.

b. Emisión de mensajes discriminatorios desde el punto de vista racial hasta el punto de llamar monos a los seguidores de uno de los líderes políticos incluido el presidente de la República.

c. Utilización de letrados en los programas de opinión para crear falacias, ilustradas por el academicismo de los invitados a esos programas.
d.  Creación de matrices de opinión utilizando  principios de publicidad de la Alemania nazi, mediante el cual   “… La Propaganda o publicidad política es mensaje que busca influir en el sistema de valores del ciudadano y en su conducta. Se articula a partir de un discurso persuasivo que busca la adhesión del otro a sus intereses. Es de carácter monológico y requiere el recurso al anuncio. Su planteamiento consiste en utilizar una información presentada y difundida masivamente con la intención de apoyar una determinada opinión ideológica o política. Aunque el mensaje contenga información verdadera, es posible que sea incompleta, no contrastada y partidista, de forma que no presente un cuadro equilibrado de la opinión en cuestión, que es contemplada siempre en forma asimétrica, subjetiva y emocional. Su uso primario proviene del contexto político, refiriéndose generalmente a los esfuerzos patrocinados por gobiernos o partidos para convencer a las masas; secundariamente se alude a ella como publicidad de empresas privadas...”.; obviando, que la verdad si no es entera, se convierte en aliada de lo falso.
e. Utilización de un sistema propagandístico de guerra descrito por  Arthur Ponsoby y que repiten hasta la saciedad los beligerantes, son las siguientes:

1.“Nosotros no queremos la guerra”.


2.“El enemigo es el único responsable de la guerra”


3.“El enemigo es un ser execrable”


4.“Pretendemos nobles fines” (ocúltense los verdaderos motivos de la guerra)


5.“El enemigo comete atrocidades voluntariamente. Lo nuestro son errores involuntarios”


6.“El enemigo utiliza armas no autorizadas”


7.“Nosotros sufrimos pocas pérdidas. Las del enemigo son enormes”


8.“Los artistas e intelectuales apoyan nuestra causa”


9.“Nuestra causa tiene un carácter sagrado, divino, o sublime”


10.“Los que ponen en duda la propaganda de guerra son unos traidores”.
f. Silenciamiento informativo violentando de esta manera el principio de equilibrio en la información a los efectos ocultar hechos que no quieren que se conozcan, para dar la impresión de que no existen.

g. Yuxtaposición, que consiste en la asociación arbitraria de mensajes orales y escritos con imágenes, que representan hechos reales producidos deliberadamente para que funcionen como prueba de la veracidad del mensaje, que favorecen el cambio actitudinal de la población hacia el rechazo de los ciudadanos que no comparten sus mismos criterios políticas o que no forman parte de su misma clase social o que pertenecen a razas distintas, convirtiéndose en generadores de hechos para validar su propósito de incitación al odio y a la violencia. 

 Mecanismos estos, destinados a crear inestabilidad emocional y odio entre la población, todo ello en contra los principios de Paz , “..,.del respeto a la vida, la libertad, la justicia, la igualdad, la solidaridad, la democracia, la responsabilidad social y en general, la preeminencia de los derechos humanos, la ética y el pluralismo político…”.

Cerrando éste literal, afirmamos que: Si la paz no existiera diariamente como lo pretenden los instigadores al odio, el futuro de nuestro país será incierto. El futuro de nuestro país será cada vez más difícil si no mantenemos la paz entre todos nosotros. Es por todo lo anterior que nos permitimos  afirmar que, la paz es uno de los valores constituyentes, formadores e integradores de la República Bolivariana de Venezuela, conforme está establecido en el preámbulo de nuestro texto fundamental, el cual está siendo atacado de manera constante, permanente y continua por los agraviantes.

B.-  Atentan contra el Estado Democrático,  Social  de Derecho y de Justicia y contra la seguridad del venezolano


La seguridad a que los ciudadanos venezolanos tenemos derecho, tal como lo establece el artículo 55 constitucional, está siendo vulnerada mediante el establecimiento de líneas editoriales, que tras campañas orquestadas,  se destinan a crear matrices de opinión que construyen un clima de desasosiego colectivo. Se utiliza la propaganda y avisos promociónales - publicitarios destinados a crear una percepción negativa de los niveles de seguridad ciudadana, que combinada con llamados a la violencia constantes y reiterados,  fundados estos llamados en un presunto  fraude electoral que,  dicho sea de paso, no podrá verificarse sino después del proceso eleccionario. Todo ello se hace deliberadamente con la única finalidad de  de crear una espiral de violencia en la que pudieran tener el caldo de cultivo propicio para  que se decidan en los foros regionales y mundiales  cuestionamientos y/o sanciones  contra el Estado venezolano sin importarles el daño a las vidas y bienes de nuestra población. De la misma manera con sus matrices de opinión deliberadas, de corte fascista,  pretenden dar al traste contra el sistema democrático legítimamente constituido, mediante ataques velados, indirectos y directos,  a la institucionalidad y a la democracia misma.    

Atentan contra la Salud mental del ciudadano venezolano. 

Las constantes matrices de opiniones deliberadamente  generadas voluntaria y conscientemente por los agraviantes, viola el derecho a la salud del pueblo venezolano estatuido en le artículo 83 de la Constitución de la República Bolivariana de Venezuela, con la malsana intención de crear un temor exacerbado en nuestra población que los expertos denominan disociación psicopática, patología esta que  redunda  en la elevación de  los niveles de violencia entre los partidarios de los candidatos presidenciales.

Consecuencialmente atentan contra la integridad del territorio y la seguridad y defensa de la Nación, habida cuenta que al buscar la intervención de organismos internacionales estarían intentando socavar la soberanía del Estado venezolano, violando de esta manera la normativa constitucional preceptuada en el Titulo II, Capitulo I, artículos 10 al 15 de la Carta Magna, relativo al territorio y espacio geográfico nacional. En efecto, el texto del artículo 13 eiusdem, consagra la integridad e inalienabilidad  del territorio patrio, tal actitud evidentemente, atenta directa y flagrantemente contra la Seguridad de la Nación al desatender, por una parte, al deber constitucional que incumbe a individuos y personas jurídicas de derecho público o privado empresas de actuar en corresponsabilidad con el Estado en la ineludible tarea de defender la integridad de la Nación, y, por la otra, al desobedecer al mandato que le impuso el constituyente de 1999 a los personeros de la sociedad civil de coadyuvar a la seguridad de la Nación, junto al Estado, para dar cumplimiento a los principios de independencia, democracia, igualdad, paz, libertad, justicia, solidaridad, promoción y conservación ambiental, y afirmación de los derechos humanos, así como en la satisfacción progresiva de las necesidades individuales y colectivas de los venezolanos y venezolanas, sobre la base del desarrollo sustentable y productivo de plena cobertura para la comunidad. El principio de corresponsabilidad se ejerce sobre los ámbitos económico, social, político, cultural, geográfico, ambiental y militar.

    De la simple lectura de las normas constitucionales, supra citadas, arribamos a la conclusión de que los agraviantes, vienen desarrollando una conducta que contradice en todas sus partes los mandatos constitucionales de las disposiciones en comento, actuando flagrante e ilícitamente desde el punto de visto punitivo, haciéndose merecedores de la sanción del artículo 129 del Código Penal. 

C.-  Los actos voluntarios, hechos, vías de hecho u omisiones desarrollados por los agraviantes, cercenan con similar magnitud, en perjuicio de los derechos fundamentales de los quejosos, el disfrute progresivo, no discriminatorio, irrenunciable e interdependiente, integralmente considerados; amenazan y ponen en grave peligro el derecho a la paz, la tranquilidad, a la seguridad y a la salud de los venezolanos; atentan contra la calidad de vida y el legitimo derecho al bienestar personal de nuestros representados y los colectivos y difusos de los trabajadores y del pueblo en general al impedírseles el pleno disfrute de sus derechos constitucionales  e impiden el ejercicio pleno de la libertad de trabajo de las personas que efectúan labores necesarias para su manutención y la de sus familiares y parientes a quienes llegan los logros de tan nobles esfuerzos, que redunden en el pleno desarrollo de sus capacidades y personalidad, impidiéndoles mejorar ya individual, ya colectivamente considerados, su calidad de vida y de contribuir como sujetos de derecho al bienestar colectivo de la Nación, tal como lo establecen los artículos 19, 21, 43, 55, 87, 91, 112, 114, 115, 117, 299, 305 y 306 de la  C.R.B,V.

D.- Sobre las violaciones al derecho a recibir información plural y libre, oportuna, imparcial y veraz, adecuada a su desarrollo integral y de recibir la formación ciudadana que los medios de comunicación deben garantizar, a mis representados, a estos derechos colectivos y difusos de los trabajadores y del pueblo en general, la narración fáctica de las lesiones y de las transgresiones constitucionales en que vienen incurriendo los canales de televisión demandados y fundamentación jurídica en que se basan tales quebrantamientos constitucionales, ampliamente y en detalle consideradas, en lo que a dichos derechos respecta, en la letra B del Capitulo siguiente, a tales efectos transcribo a continuación los artículos que consagran los derechos denunciados como violados en éste aparte:

Artículo 57. Toda persona tiene derecho a expresar libremente sus pensamientos, sus ideas u opiniones de viva voz, por escrito o mediante cualquier otra forma de expresión, y de hacer uso para ello de cualquier medio de comunicación y difusión, sin que pueda establecerse censura. Quien haga uso de este derecho asume plena responsabilidad por todo lo expresado. No se permite el anonimato, ni la propaganda de guerra, ni los mensajes discriminatorios, ni los que promuevan la intolerancia religiosa

Artículo 58. La comunicación es libre y plural, y comporta los deberes y responsabilidades que indique la ley. Toda persona tiene derecho a la información oportuna, veraz e imparcial, sin censura, de acuerdo con los principios de esta Constitución, así como a la réplica y rectificación cuando se vea afectada directamente por informaciones inexactas o agraviantes. Los niños, niñas y adolescentes tienen derecho a recibir información adecuada para su desarrollo integral.

Artículo 108. Los medios de comunicación social, públicos y privados, deben contribuir a la formación ciudadana. El Estado garantizará servicios públicos de radio, televisión y redes de bibliotecas y de informática, con el fin de permitir el acceso universal a la información. Los centros educativos deben incorporar el conocimiento y aplicación de las nuevas tecnologías, de sus innovaciones, según los requisitos que establezca la ley.

Como puede observarse de los hechos narrados, la actitud de los Medios de Comunicación Social Privados de Venezuela, no respetan los derechos preceptuados en las precitadas normas constitucionales, al no mantener el equilibrio informativo contra todo principio de pluralidad de la información se abstienen de informar en forma veraz y oportuna,  menos aún asumen su obligación de corresponsabilidad de contribuir a la formación ciudadana,. Actitud éste que atenta contra la integridad de nuestra constitución.  

IV

 DE LOS SUJETOS AGRAVIANTES.

      Indico como sujetos agraviantes a las siguientes personas jurídicas: 

.- Corpomedios GV Inversiones C.A. (Globovisiòn), inscrita en el Registro Mercantil Primero de la Circunscripción Judicial del Distrito Federal y Estado Miranda bajo el Nº 48, Tomo 59-A Pro., de fecha 11 de Noviembre de 1993, en las personas del Gerente General Alberto Federico Ravell, con cedula de identidad Nº 3.147.684., o su Presidente Guillermo Zuloaga. 

 -Radio Caracas Televisión (RCTV), inscrita en el Registro Mercantil de la Circunscripción Judicial del Distrito federal y Estado Miranda bajo el Nº 621, Tomo 3_A, de fecha 2 de Junio de 1947, representada por el ciudadano Eladio Lares, Presidente Ejecutivo o Marcel Granier, con cedula de identidad Nº 1.743.327., en su condicion de Presidente del mismo. 

    Para la notificación de las personas jurídicas aquí accionadas demando la aplicación del articulo 138, concordado al artículo 48 de la Ley Orgánica de Amparo, para que se efectúe en cualquiera de los ciudadanos investidos para su representación en juicio. 

VI

DEL INMEDIATO RESTABLECIMIENTO DE LA SITUACIÓN JURÍDICA INFRINGIDA A TRAVES DEL URGENTE DECRETO DE MEDIDAS CAUTELARES INNOMINADAS.

    A los efectos de darle prístina y tangible materialidad a la tutela judicial efectiva de los derechos fundamentales conculcados a mi representada y a los derechos colectivos y difusos de los trabajadores venezolanos y de la ciudadanía en general,., invoco, por procedente y pertinente, el reciente precedente constitucional relativo a la medida cautelar decretada en el contenido de la sentencia de fecha 19 de Diciembre de 2002, Exp. 02-3157, Caso Félix Rodríguez, que textualmente expresa 

...“ La Sala, por tanto, tomando en cuenta la verosimilitud de las injurias constitucionales invocadas, la irreparabilidad de los efectos que la situación denunciada por el accionante pueda producir, la inconmensurabilidad de las opciones entre acordar o negar la cautela, la sumariedad propia del amparo y su tramitación célere, aparte las graves circunstancias que la Sala declara conocer notoriamente, considera pertinente acordar la tutela solicitada, dentro de sus potestades de amplísimas de jurisdicción constitucional, al Estado venezolano, para que, a través de sus órganos y conforme a los Decretos y Resoluciones emanados de los òrganos competentes, tome las medidas que la situación excepcional requiere, mientras la acción de amparo cursa conforme a los trámites que la Constitución de la República Bolivariana de Venezuela y la Ley Orgánica de Amparo sobre derechos y Garantías Constitucionales prescriben, y así se decide”... (subrayado y negritas del recurrente).

    Dada la verosimilitud de las denuncias explanadas en el escrito, fundamentación jurídica expuesta, con todo respeto, pido a la Sala Constitucional que en la sentencia definitiva, para restablecer la situación jurídica infringida y de garantizar la materialización temporal de la tutela judicial efectiva de la prevalencia constitucional de los derechos e intereses de mi representados y los que incumben a trabajadores del país, de conformidad con los artículos 26, 27,  y 257 Constitucionales, artículo 48 de la LOA y artículos 585 y 588 del Código de Procedimiento Civil, declare con lugar en derecho la acción de amparo constitucional y en su pronunciamiento establezca: 

A.1.-Que, aunado a los artículos 7, 58 in fine, 78, 108, 131, 133 y 135 de la Ley de leyes, sin que ello signifique censura alguna sino acato al artículo 130 eiusdem, ordene a las plantas o canales de televisión agraviantes (RCTV, TELEVEN, Y GLOBOVISION), de modo vinculante, extensivo a los demás medios de comunicación nacionales y regionales, se abstengan inmediatamente de transmitir publicidad, programas de opinión, entrevistas, noticias, declaraciones, comunicados o publicidad en lo(a)s que se inste al odio y a la violencia y se  convoque o realicen llamamientos al pueblo para que ejecuten actos de violencia, por estar en juego la supremacía normativa de la C.N., la pervivencia del estado democrático y social de derecho y de justicia que configura al Estado venezolano, la viabilidad de la Constitución Económica, de la integridad del territorio y la soberanía económica y política de la Nación (artículo 1, 2, 7, 299, 322 y 326 de la C.N.)., encargando a la Comisión Nacional de Telecomunicaciones que haga el seguimiento regulatorio del debido acatamiento de la medida cautelar decretada a los fines que tome las decisiones o actos administrativos que fueren necesarios, de continuar los canales televisivos quebrantando la situación jurídica restablecida con la medida cautelar constitucional acordada.

    B.- SOBRE LAS TRANSMISIONES TELEVISIVAS INCONSTITUCIONALES:.

B.1.- Que se restablezca de manera inmediata, en los horarios establecidos por la ley y demás normas reglamentarias, la programación destinada a niños, niñas y adolescentes.

B.2.- Que se conmine  e instruya suficientemente a la Comisión Nacional de Telecomunicaciones, adscrita al Ministerio de Infraestructura, para que de manera inmediata, proceda a ordenar a las Gerencias de Programación o Promociones y a los representantes legales de los canales RCTV,  GLOBOVISION Y TELEVEN, extensivo a otros medios de comunicación que hagan uso del espectro electromagnético del estado venezolano, la suspensión inmediata de la transmisión televisiva, individual o en cadenas,  partidos políticos, individualidades o asociaciones civiles,  que a juicio de los expertos del referido ente regulatorio contengan mensajes no adecuados a los trabajadores y la población en general, por ser subliminales, encubiertos, porque propendan a la propaganda de guerra, inciten al odio y la violencia, difundan miedo o temor a la población, promuevan la discriminación política entre los venezolanos, conlleven a la apología del delito, fomenten la inobservancia de la C.N. y la ley, promuevan el vilipendio a las instituciones, o que, instiguen a la ruptura de la convivencia pacífica y democrática de los venezolanos.

B.3.- Que ordene el cese de las transmisiones televisivas conjuntas o en “cadenas” que impliquen difusión de mensajes publicitarios, con las características indicadas en el literal B.2.- de este capítulo, por atentatoria contra la libertad, pluralidad, oportunidad, veracidad y libre acceso a los medios de comunicación y la información por ellos difundidos.  

B.4.-  Que faculte plenamente al Consejo Nacional de Derechos del Niño y del Adolescente, y demás entes competentes conforme a la ley, para que obrando conjuntamente con la CONATEL prohíban terminantemente la transmisión de mensajes o publicidad televisada de corte político donde, sin cumplirse con las autorizaciones establecidas en la ley, participen niños, niñas y adolescentes.   

                                                          VII

DE LAS MEDIDAS CAUTELARES

Dada la fundamentación jurídica expuesta, con todo respeto, pido a la Sala Constitucional que para restablecer la situación jurídica infringida y de garantizar la materialización temporal de la tutela judicial efectiva de la prevalencia constitucional de los derechos e intereses de mi representada y los que incumben a los trabajadores del país, de conformidad con los artículos 26, 27, 78 y 257 Constitucionales, artículo 48 de la LOA y artículos 585 y 588 del Código de Procedimiento Civil, decrete las medidas cautelares, inmediatas y provisionales, y establezca pronunciamiento constitucional donde ordene, por su relevante importancia :

    A.- SOBRE LAS TRANSMISIONES TELEVISIVAS INCONSTITUCIONALES:

A.1.- Que se instruya suficientemente a la Comisión Nacional de Telecomunicaciones, adscrita al Ministerio de Infraestructura, para que de manera inmediata, proceda a ordenar a las Gerencias de Programación o Promociones y a los representantes legales de los canales RCTV, GLOBOVISION Y TELEVEN, extensivo a otros medios de comunicación que hagan uso del espectro electromagnético del estado venezolano, la suspensión inmediata de la transmisión televisiva, individual o en cadenas, partidos políticos, individualidades o asociaciones civiles) que a juicio de los expertos del referido ente regulatorio contengan mensajes no adecuados por ser subliminales, encubiertos, porque propendan a la propaganda de guerra, inciten al odio y la violencia, difundan miedo o temor a la población infantil, promuevan la discriminación política entre los venezolanos, conlleven a la apología del delito, fomenten la inobservancia de la C.N. y la ley, promuevan el vilipendio a las instituciones, o que, instiguen a la ruptura de la convivencia pacífica y democrática de los venezolanos.

A.2.- Que se instruya suficientemente a la CONATEL para que conjuntamente con los Gerentes de Programación o Promociones o la persona indicada por los representantes legales de los aludidos canales de televisión para que los mensajes televisivos de publicidad y otros, a ser transmitidos, sean adecuados para su desarrollo integral, es decir, que contribuyan a la formación de sus capacidades y personalidad, 

A.3.- Que ordene el cese de las transmisiones televisivas conjuntas o en “cadenas” que impliquen difusión de mensajes publicitarios, con las características indicadas en el literal B.2.- de este capítulo, por atentatoria contra la libertad, pluralidad, oportunidad, veracidad y libre acceso a los medios de comunicación y la información por ellos difundidos.  

A.4.-  Que faculte plenamente al Consejo Nacional de Derechos del Niño y del Adolescente, y demás entes competentes conforme a la ley, para que obrando conjuntamente con la CONATEL prohíban terminantemente la transmisión de mensajes o publicidad televisada de corte político donde, sin cumplirse con las autorizaciones establecidas en la ley, participen niños, niñas y adolescentes.   

VIII

SOBRE LA PROCEDENCIA DE LA ACCION 

DE AMPARO CONSTITUCIONAL Y OTROS CONSIDERANDOS.
Pido que la presente acción de amparo sea admitida conforme a la ley. A tal efecto hago valer el  precedente jurisprudencial constitucional vinculante aplicado en los casos: Dilia Parra, sentencia N° 656 del 30 de Junio de 2000; William Ojeda, N° 1048 del 17 de Agosto de 2000 y Máximo Febres y otros  N° 1321 del 19 de Junio de 2002. 

Por versar el objeto de la pretensión, contenido en la presente acción constitucional, sobre derechos colectivos y difusos de los trabajadores de Venezuela, y del pueblo colectivamente considerado, lo cual está revestido de evidente orden público, invoco la competencia natural de la Sala Constitucional contemplada en los artículos 335 y 336 de la C.N., meridianamente consolidada en los precedentes vinculante sentados en las sentencias N° 1050 de fecha 23 de Agosto de 2000; N° 1053 del 31 de Agosto de 2000; N° 1571 del 22 de Agosto de 2001; N° 483 del 29 de Mayo de 2000; N° 1571 del 22 de Agosto de 2001 y últimamente ratificada en el caso Félix Rodríguez, Exp. 02-3157, de fecha 19 de Diciembre de 2002.

IX

PETITORIO

    Solicitamos que la presente acción constitucional sea declarada con lugar en la definitiva.

    Pido igualmente, que en la sentencia constitucional, se decrete:

1.- Ordenar a los canales de televisión demandados el cese inmediato y la prohibición definitiva de las transmisiones televisivas subsumibles dentro de los supuestos de inconstitucionalidad delatados en el cuerpo del escrito, objeto del amparo, suficientemente reseñados.

3.-   Ordenar  al Ministro de Infraestructura para que, a través de la Comisión Nacional de Telecomunicaciones (CONATEL) realice estricta regulación administrativa a los efectos que las plantas Televisoras demandadas acaten a cabalidad lo sentenciado, facultándole para que, por imperativo  constitucional adopte las medidas y actos administrativos que aseguren la vigencia de la preeminencia o prevalencia de los derechos de mi representados y los derechos colectivos y difusos de la población venezolana en general.

 
Es justicia que esperamos, en Caracas,  a los 27 días de noviembre  de 2006. 

.

 FRANCISCO ARTIGAS PEREZ

            CARLOS JULIO GOMEZ

     ABOGADO ASISTENTE


   ABOGADO ASISTENTE

